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			Preámbulo e Introducción


			Los ciudadanos a veces tenemos que desplazarnos a otros lugares distintos a nuestros domicilios, ya sea por motivos familiares, profesionales, de ocio, o por turismo. Además del desplazamiento en vehículo propio, las Administraciones públicas y las empresas privadas ofrecen al ciudadano una serie de posibilidades de transporte público que el viajero elige para su desplazamiento en función de la distancia a recorrer, comodidad y posibilidades económicas.


			Los medios de transporte público pueden ser terrestres, que suelen ser los más utilizados, aéreos y marítimos o/y fluviales. Dentro de los transportes terrestres se encuentra el transporte en autobús por carretera, el transporte en autobús urbano, el ferrocarril y el ferrocarril urbano o ferrocarril metropolitano (coloquialmente llamado “metro”), además de otro tipo de transporte más urbano como el taxi o el alquiler de vehículos turismo con conductor.


			Los ciudadanos cuando emprenden un viaje se convierten en viajeros o pasajeros, y son considerados a todos los efectos como usuarios, por lo que tiene reconocidos una serie de derechos contemplados en la normativa vigente y, especialmente, en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (LGDCU).


			En este libro se trata de dar a conocer a sus lectores, profesionales del derecho o particulares interesados en estos asuntos, los aspectos y detalles de los diferentes medios de transporte, así como su régimen jurídico, y la normativa básica que rige su funcionamiento, poniendo especial detalle en los derechos y las recomendaciones a seguir por los usuarios de estos transportes al utilizar estos para sus desplazamientos.


			El texto está compuesto por cinco capítulos o apartados, el primero de ellos trata sobre los aspectos generales en torno al transporte de viajeros, como las agencias de viaje, contratación a través de internet y la forma de dilucidar los conflictos entre viajeros y las empresas de transporte, como el Sistema Arbitral de Consumo.


			Otro capítulo va dirigido a la navegación aérea y los derechos que asisten a los pasajeros, considerados consumidores, en los casos en los que surjan problemas con los vuelos, incluyendo un resumen de la jurisprudencia más significativa sobre este asunto.


			El tercer capítulo se dedica al transporte terrestre y los viajeros, en sus diferentes modalidades de transporte en autobús, en ferrocarril, metro, taxi y los diferentes tipos de alquiler de vehículos con o sin conductor, el seguro obligatorio de viajeros, reclamaciones y sentencias sobre la materia.


			El siguiente apartado trata sobre al transporte marítimo y fluvial de pasajero por barco, su normativa, contrato de pasaje, derechos de los pasajeros y responsabilidad del transportista.


			El último capítulo hace referencia a los viajes combinados y los usuarios de los mismos, la legislación aplicable y sus características, así como la protección de los consumidores ante los problemas que puedan surgir en estos viajes.


			Se hace mención también a la legislación española y de la Unión Europea que afecta a los derechos de los viajeros y pasajeros de los diferentes tipos de viajes, a la normativa y a las recomendaciones que los rigen, así como a la jurisprudencia del Tribunal Supremo español, las Audiencias Provinciales y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre este asunto.


		




		

			Capítulo I


			Consideraciones generales


			1.1.	Aspectos generales de los derechos de los viajeros


			Si un usuario se va a disponer a realizar un viaje en tren o en autobús, o en cualquier otro medio de transporte, debe tener en cuenta que la Ley recoge una serie de derechos que les amparan como pasajeros.


			Pero, no obstante, siempre es recomendable consultar las condiciones generales de cada compañía, puesto que complementan lo dispuesto en la legislación básica, y especifican todos los aspectos concretos que puedan afectar a los viajeros en su viaje, relativos a los servicios accesorios (facturación de equipajes, viaje con bicicleta, con animales, etc.), a las condiciones de incumplimiento del transporte (garantía de puntualidad, indemnizaciones) y características especiales de ese medio de transporte.


			El conocimiento por el viajero de estos derechos, así como de las posibles vías de reclamación en caso de que tuviésemos cualquier problema, es esencial para poder hacer un uso correcto y satisfactorio de los medios de transporte terrestre ante cualquier incidencia que se le pueda presentar, y disfrutar de su viaje con toda tranquilidad.


			A continuación vamos a describir algunos aspectos que rodean a un viaje.


			1.	El viajero.- Es la persona facultada para usar el servicio de transporte en virtud de un contrato constituido por un título válido, generalmente el billete, aunque puede ser otro tipo de documentos, bonos o tarjetas.


			2.	El billete.- Es un título de transporte y con él se formaliza el contrato de transporte celebrado entre el usuario y la compañía transportista. Es un documento que sirve de prueba del contrato de transporte de viajeros. En caso de accidente, si no aparece el billete se presume que el usuario lo llevaba y que si se perdió o extravió fue a causa del percance.


			El billete debe tener un contenido mínimo identificando: a) La empresa que realizará el transporte; b) El origen del viaje y la hora de salida; c) El destino y la hora de llegada; d) El precio del transporte, con todas las tasas incluidas; e) Peso del equipaje y número de bultos que lo componen, y f) El coche, la clase y el número de plazas.


			En el caso de viajar en tren la información mínima que debe contener el billete se amplía: g) Los trasbordos que pudieran producirse con cambio de tren especificando lugar y hora; h) El peso y volumen del equipaje admitido; i) El precio de facturación, en su caso, del equipaje; j) La información sobre los seguros, y k) La hora límite para facturar.


			3.	El equipaje.- Se considera equipaje en general cualquier objeto o conjunto de objetos que acompañen al viajero durante el viaje a bordo de la bodega del mismo vehículo, y se considerarán equipaje de mano los pequeños objetos destinados al abrigo, adorno o uso personal que un viajero lleve consigo durante el viaje a bordo del vehículo.


			El transporte de viajeros comprende el desplazamiento de personas y de sus equipajes en vehículos construidos y acondicionados para tal fin, que deben transportarse en el mismo vehículo en el que viaja el usuario, cada viajero puede transportar gratuitamente hasta 30 kilogramos.


			Siendo la obligación principal del transportista el traslado y la obligación adicional de custodia, queda obligado a guardar ese equipaje, ya que tiene que entregarlo a su dueño en el destino, debiendo responder de él en caso de pérdida o deterioro. Sin embargo, el equipaje de mano es responsabilidad del viajero, excepto cuando con ocasión de una parada, el autobús se queda vacío y el conductor no hubiera cerrado las puertas de acceso al mismo, al existir en ese momento la posibilidad de que el equipaje sea sustraído.


			Cuando el viajero tenga algún contratiempo con el equipaje en viajes donde no se pueda facturar este, lo más conveniente es que en cualquier caso se canalice la reclamación contra la compañía, pues las mismas suelen estar adheridas al Sistema Arbitral de Consumo, lo cual facilita la queja.


			Salvo que expresamente se pacte unas cuantías o condiciones diferentes,  la responsabilidad del transportista por extravío o daño que sufran los equipajes de estos estará limitada a 14,5 euros por kilogramo como máximo. La legislación ferroviaria establece un límite de 600 euros por viajero, pero en caso de viajar en autobús habrá que estar a lo que dispongan las condiciones generales de cada compañía en cuanto a la limitación de responsabilidad por viajero.


			4.	Los niños.- Las compañías ferroviarias y de autobuses suelen ofrecer reducciones en el precio del billete a los niños menores de trece años, y los menores de cuatro años que no ocupen plaza en el tren viajan gratis. También es posible contratar en algunas líneas de tren y en algunos servicios de autobuses, el Servicio Accesorio de Viajes de Niños sin acompañante, para niños entre 4 y 11 años si estos no necesitaran cuidados especiales que no puedan prestarse por el personal del tren. En cualquier caso, los menores de edad que están exentos del pago de billetes y vayan acompañados, están cubiertos por el seguro obligatorio de viajeros.


			5.	Personas con discapacidad y movilidad reducida.- En caso de que se cancele o interrumpa el viaje, la compañía deberá proporcionar a aquellos viajeros con discapacidad o movilidad reducida un vehículo que cumpla las mismas condiciones de accesibilidad con las que contaba el vehículo contratado en un primer momento.


			6.	Las mascotas.- Los usuarios que quieran viajar acompañados de sus mascotas deben conocer las condiciones que establezca cada compañía para los diferentes tipos de vehículos. Los perros lazarillos podrán viajar en todos los trenes de forma gratuita.


			Es preciso tener en cuenta que si se va a viajar con mascota a otro país de la Unión Europea estas deben disponer de un pasaporte válido. Se trata de una medida que responde a una decisión de la Comisión Europea de 26 de noviembre de 2003, con la que se pretende controlar más eficazmente el número de desplazamientos que se realicen con animales domésticos por los países de la Unión Europea.


			No obstante, se recomienda consultar con las compañías los requisitos que puedan existir con relación a las mascotas, para disponer de la información más completa.


			En el tren de alta velocidad (AVE) se permite transportar pequeños animales domésticos en su jaula sin ocupar plaza, siempre que no se opongan los otros viajeros y no se les produzcan molestias.


			En algunos trenes es posible facturar animales cuyo peso no supere los seis kilogramos, como máximo uno por viajero, siempre dentro de una jaula cuyas dimensiones máximas no superen 60x35x35 centímetros, pagando la tarifa correspondiente. Es posible facturar contenedores como máximo de 85x55x45 pagando el 50 % en segunda clase. 


			En plazas acostadas sólo será posible el transporte en departamentos o cabinas completas (modalidad familiar) abonando el 50 % del importe del billete.


			Sobre el transporte en otras líneas de ferrocarril, se permite transportar pequeños animales domésticos siempre que no se opongan el resto de los viajeros y no causen molestias, pagando la correspondiente tarifa.


			En los viajes en autobús, los animales domésticos que acompañan en su viaje a los pasajeros pueden ser aceptados como equipaje en la bodega del vehículo, en jaulas adecuadas que puede proporcionar la empresa en caso de que no disponga de ellas el propio cliente. Es preciso consultar con la compañía de transporte ya que es posible que sólo admitan un perro o gato en cada autobús.


			7.	Obligaciones de los viajeros.- Cuando se vaya a viajar en autobús o en ferrocarril los viajeros tienen que respetar una serie de obligaciones de carácter general:


			a)	Atender las indicaciones de la compañía con la que viajen y del personal que les atienda, así como las de los carteles colocados a la vista para información de todos los usuarios.


			b)	Guardar los billetes durante todo el trayecto.


			c)	Respetar las medidas que se adopten en materia de protección civil y de seguridad.


			Reclamaciones: ante cualquier incumplimiento de lo que ha pactado el viajero, este puede reclamar directamente a la compañía a través de una hoja de reclamaciones, documento que el transportista debe tener a disposición del público y facilitar a los usuarios que lo soliciten.


			En el caso de transporte ferroviario, en cada estación y en cada tren (si hay más personas que solo el conductor) debe haber hojas de reclamaciones. En el caso del transporte en autobús, cada autobús dispone de este tipo de documentos.


			La reclamación no se agota con la hoja de reclamaciones, puesto que se pude recurrir a procedimientos que simplifican y facilitan las reclamaciones de los consumidores, como el Sistema Arbitral de Consumo o el Arbitraje de Transportes. Y en cualquier caso, siempre puede acudir a los Tribunales de Justicia.


			Los viajeros tienen que guardar siempre el billete o cualquier otro documento relativo al viaje (resguardo de facturación, factura, etc.), pues le puede ser de ayuda en caso de que sea necesario interponer alguna reclamación.


			Una recomendación general es que cualquier reclamación por parte del viajero dirigida a la compañía de transporte se haga de forma que quede constancia del envío y recepción de la reclamación, por ejemplo, mediante burofax, aportando toda la información necesaria para reclamar una indemnización y todos aquellos datos que puedan servir para identificar el transporte, como la matrícula, la hora, el conductor, los testigos, la línea, etc.


			1.2.	Las Agencias de Viaje


			Cuando un usuario quiere emprender un viaje de cualquier tipo, ya sea en avión, ferrocarril, autobús o barco, lo primero que hace es adquirir el correspondiente billete o pasaje. Esto lo puede hacer directamente en las taquillas del aeropuerto o la estación, lo puede hacer por vía de internet, o a través de una agencia de viajes.


			Las Agencias de Viaje están reguladas en el Real Decreto 271/1988, de 25 de marzo, por el que se regula el ejercicio de las actividades propias de las agencias de viaje.


			El artículo 1 de este reglamento señala que tienen la consideración de Agencias de Viaje las empresas que, en posesión del título-licencia correspondiente, se dedican profesional y comercialmente en exclusividad al ejercicio de actividades de mediación y/u organización de servicios turísticos, pudiendo utilizar medios propios en la presentación de los mismos.


			La condición legal y la denominación de Agencias de Viaje queda reservada exclusivamente a las empresas a que se refiere el apartado anterior. Los términos “viaje” o “viajes” solo podrán utilizarse como todo o parte del título o subtítulo que rotule sus actividades, por quienes tengan la condición legal de Agencias de Viaje.


			Son objeto o fines propios de estas agencias los siguientes:


			a)	La mediación en la venta de billetes o reserva de plazas en toda clase de medios de transporte, así como en la reserva de habitaciones y servicios en las empresas turísticas.


			b)	La organización y venta de los denominados “paquetes turísticos”.


			c)	La actuación como representantes de otras Agencias nacionales o extranjeras para la prestación, en su nombre y a la clientela de estas, de los servicios que constituyen objeto propio de su actividad.


			d)	Cualesquiera otros servicios que se reconozcan como propios de su actividad de acuerdo con la legislación vigente.


			La doctrina predominante parece inclinarse por la tesis del contrato autónomo, en el que los puntos de conexión con diversas figuras no permiten que se identifique con ninguna clase de ellas. Se podrían encontrar elementos de una promesa, de un contrato de trabajo, de un mandato, y otros, pero abstracción hecha de toda escolástica jurídica, la actividad de las Agencias de Viaje guarda una fisonomía propia, dándole carácter especial (típico de mediación) el que ha de permanecer extraña al contrato principal por su actividad realizada.


			El servicio debe realizarse conforme a las instrucciones del encargo. La obligación fundamental del agente es la de guardar la más estricta fidelidad hacia los intereses a él encomendados, lo cual lleva consigo la necesaria lealtad impuesta por la naturaleza del asunto, y la prohibición de divulgar innecesariamente el encargo, así como la obligación de no realizar actos que puedan perjudicar el éxito de la misión encomendada, no debiendo proponer operaciones desacertadas o riesgos no convenidos. 


			Para la otra parte contratante, la obligación principal consiste en el pago de la prima convenida, cuya cuantía y forma será la establecida entre las partes, rigiendo a falta de pacto las normas de la Ley o las de la costumbre.


			La doctrina y la jurisprudencia vacilan en la determinación del momento en el que surge la obligación de pago. El Tribunal Supremo, Sala 1ª, en la Sentencia de 2 de diciembre de 1902, mantuvo el criterio de que la comisión debe pagarse cuando se perfecciona el contrato principal. En la Sentencia de 26 de noviembre de 1919 se señala como momento para el pago aquel en que se hace efectivo el precio del contrato principal.


			Las actividades de las Agencias de Viaje se enmarcan dentro del contexto del contrato de mediación o corretaje, pero surgen determinados problemas que hacen dudar de la existencia de un verdadero contrato.


			Las Agencias de Viaje reciben normalmente el encargo de su cliente, pero, sin embargo, no está obligada a desarrollar ninguna actividad en relación con el encargo recibido. Sabe que si no la realiza no cobrará la comisión, pero también sabe que el empleo de su actividad depende de su exclusiva voluntad. 


			La doctrina otorga siempre a la mediación o corretaje un carácter contractual, y así se recoge en varias legislaciones europeas, como el Código Civil Alemán, el Código de Obligaciones Suizo, el nuevo Código Italiano.


			En el sistema español, este contrato ha sido perfilado por la doctrina, en líneas muy heterogéneas y dispares, que van desde el mandato con matices más o menos representativos, hasta el contrato innominado, pasando por el arrendamiento de servicios, vacilaciones de las que se ha hecho eco la jurisprudencia española, sin atreverse a cimentar un criterio exclusivo, firme y constante, como en las Sentencias del Tribunal Supremo, Sala 1ª, del 2 de diciembre de 1902; 3 de diciembre de 1907; 26 de noviembre de 1919; 8 de mayo de 1920; 10 de enero de 1922; también el Decreto de 16 de abril de 1951, aprobando el Reglamento para el funcionamiento de los Colegios Oficiales de Agentes de la Propiedad Inmobiliaria; la Sentencia del Tribunal Económico Administrativo Central de 18 de marzo de 1952, entre otras.


			Hay tres tipos de Agencias de Viaje, las mayoristas, las minoristas y las mayoristas-minoristas.


			1.	Son Agencias mayoristas las que proyectan, elaboran y organizan toda clase de servicios y paquetes turísticos para su ofrecimiento a las Agencias minoristas, no pudiendo ofrecer sus productos directamente al usuario o consumidor.


			2.	Las Agencias minoristas son aquellas que, o bien comercializan el producto de las Agencias mayoristas, proporcionándolo directamente al usuario o consumidor, o bien proyectan, elaboran, organizan y/o suministran toda clase de servicios y paquetes turísticos directamente al usuario, no pudiendo ofrecer sus productos a otras Agencias.


			3.	Las Agencias mayoristas-minoristas son las que pueden simultanear las actividades mencionadas en los dos apartados anteriores.


			Entre las agencias mayoristas y las minoristas existe una responsabilidad solidaria caso de que algún viajero inicie una reclamación judicial solicitando una indemnización por problemas surgidos en el viaje, y en la demanda solicite la responsabilidad solidaria de las dos empresas. La responsabilidad solidaria es una obligación conjunta sobre un mismo contrato. Supone que, ante una misma obligación de pago, por ejemplo en una deuda existe una obligación conjunta de pagarlo por parte de estas dos empresas. Ambas responden solidariamente por lo que el pago se puede reclamar a cualquiera de las dos empresas.


			Esto está reflejado en el llamado litisconsorcio, consistente en demandar conjuntamente al mayorista y minorista, basado en el artículo 12 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La responsabilidad solidaria de las agencias de viaje mayorista y minorista viene reflejada en numerosas sentencias, entre ellas la Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 20ª, de 8 de julio de 2015; Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 8ª, de 15 de abril de 2013, y en la Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya, Sección 4ª, de 28 de diciembre de 2018, entre otras, todas ellas relativas a viajes combinados.


			El otorgamiento de título-licencia de agencia de viajes se efectuará por la Administración turística competente de acuerdo con la sede o domicilio legal de la empresa solicitante.


			Otras disposiciones legales que regulan las Agencias de Viaje son la Orden de 14 de abril de 1988 por la que se aprueban las normas reguladoras de estas Agencias, 


			En la Comunidad de Madrid, el Decreto 99/1996, de 27 de junio, por el que se regula el ejercicio de las actividades propias de las Agencias de Viaje de la Comunidad de Madrid. Proviene de la Directiva Comunitaria 90/314/CEE de 13 de junio de 1990 de Viajes Combinados y de los circuitos combinados.


			El artículo 1 de este Decreto señala que tienen la consideración de Agencias de Viaje las empresas que, en posesión de título-licencia correspondientes, se dedican profesional y comercialmente, de forma exclusiva, al ejercicio de actividades turísticas, pudiendo utilizar medios propios en la prestación de los servicios.


			En cuanto a las Agencias de Viaje extranjeras, estas puedan encomendar su representación con carácter permanente o simplemente para actos concretos a una o más agencias de viajes españolas. Cuando la representación sea otorgada con carácter permanente a una agencia de viajes española, ésta viene obligada a acreditarlo ante la Administración Turística competente.


			Estas agencias de viaje extranjeras podrán contratar directamente plazas de alojamiento y otros servicios turísticos, y pueden establecer una o varias Delegaciones, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación sobre esta materia, con el exclusivo objeto de atender a sus clientes en el exterior.


			1.3.	Contratación de transportes vía internet


			Según un informe de la CECU, Confederación de Consumidores y Usuarios, el acceso a internet para la reserva y compra de billetes de avión, tren, autobús o barco se ha generalizado de forma notable debido a la comodidad y rapidez de la contratación online. De esta forma ya no hay que desplazarse a la agencia de viajes sino que el usuario elige el billete que más se adapta a sus necesidades y lo reserva, o directamente lo compra. 


			La oferta de billetes a precios muy rebajados así como la facilidad para contratar mediante la introducción de los datos del viaje y los datos personales de los pasajeros han permitido que internet sea el medio más frecuente para comprar los billetes para una mayoría de consumidores. El informe sobre el comercio electrónico en España (1º Trimestre 2009), de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, a través de entidades de medios de pago, refleja que las actividades con mayor peso en las cifras de ingresos fueron el transporte aéreo (9,9 %) y las agencias de viaje y operadores turísticos (9,5 %9, así como el transporte terrestre de viajeros con un 6 %.


			No obstante, se trata de un proceso tan rápido que no deja mucho tiempo para reflexionar, por lo que es necesario que el cliente esté bien informado antes de adquirir los billetes y pueda realizar su compra tras conocer los aspectos clave de la misma, así como que sepa resolver las incidencias que pueden surgir en el proceso de contratación.


			El objetivo de esta Guía es facilitar herramientas a los usuarios aumentando su grado de conocimiento sobre los aspectos básicos del contrato celebrado por medios electrónicos y su seguridad a la hora de contratar, de forma que el consumidor tenga un criterio claro a la hora de reservar y comprar sus billetes de transporte por internet.


			En relación con las cuestiones de interés sobre las empresas que persistan estos servicios por internet, comentamos las siguientes:


			1.	Cual es la empresa que ofrece los servicios.


			Generalmente esta información aparece en la página de inicio o de presentación de la empresa o en el apartado “Quiénes somos”. En todo caso la página web debe contener esta información, de forma que cualquier usuario pueda localizarla fácilmente.


			La empresa que ofrezca sus servicios por internet debe facilitar para que pueda ser identificada y localizada de una forma fácil, permanente, directa y sin coste, información sobre los siguientes aspectos: el nombre o denominación social; el domicilio y la dirección de uno de sus establecimientos permanentes en España; la dirección de correo electrónico y cualquier otro dato que permita contactar directamente con la empresa; el número de identificación fiscal; los datos de su inscripción en el Registro Mercantil; y, los códigos de conducta a los que, en su caso, esté adherida y la manera de consultarlos electrónicamente.


			Por todo ello, hay que desconfiar de cualquier página web que no contenga esta información.


			2.	Información que ha de facilitar la empresa a la hora de sacar el billete.


			La empresa ha de publicar en su página web información sobre los pasos a seguir para contratar el servicio, de forma que al usuario le resulte sencillo efectuar la reserva y, en su caso, la compra de los billetes. Además de especificar los distintos trámites que deben seguirse para celebrar el contrato, la empresa deberá informar de si la contratación va a quedar registrada y si el contrato va a ser accesible para el usuario.


			Puesto que lo más frecuente es solicitar datos al cliente para la reserva de los billetes a su nombre, suele ser necesario rellenar una serie de campos con los datos personales de los pasajeros, además de los de la fecha y origen y destino del viaje. Para evitar la posibilidad de errores en la recogida de información del cliente a través de la página web y con el fin de impedir que se produzcan errores de tipo técnico que lleven a confusiones al consumidor respecto de si finalmente se ha celebrado el contrato, la empresa ha de establecer mecanismos que detecten errores al introducir los datos, como por ejemplo al introducir el DNI o tener previsto un mecanismo que informe al cliente de que faltan datos esenciales para poder concluir el contrato.


			Asimismo deberá aparecer información sobre la lengua o lenguas en que podrá formalizarse el contrato. Por otra parte, y si para acceder al servicio es necesario llamar a un teléfono de tarificación adicional cuyo coste es superior al de una llamada normal, el usuario ha de estar informado sobre ello.


			3.	Ley aplicable a la contratación electrónica.


			La contratación electrónica se rige por las reglas comunes de los contratos establecidas en los artículos 1258 y 1262 del Código Civil, y también por la legislación específica, como la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación, el Real Decreto Legislativo 1/2007 por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (LGDCU), el Real Decreto 1906/1999, de 17 de diciembre, por el que se regula la Contratación Telefónica o Electrónica con condiciones generales en desarrollo del artículo 5.3 de la Ley 7/1998, de Condiciones Generales de la Contratación,  la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información (en adelante LSSI).


			4.	El contrato electrónico.


			Es aquel contrato que se celebra sin presencia física simultánea del comprador y del vendedor, en el que la oferta y la aceptación se transmiten por medios electrónicos.


			Para saber si el contrato se ha celebrado válidamente, la empresa debe enviar una acuse de recibo por correo electrónico u otro medio equivalente a la dirección que el cliente haya facilitado, en el plazo de veinticuatro horas siguientes desde la aceptación, así como la confirmación de la aceptación recibida.


			No obstante, es importante comprobar la recepción de un correo de confirmación del billete adquirido para evitar posibles contratiempos a la hora de hacer uso del billete. En la Sentencia de 13 de junio de 2008 de la Audiencia Provincial de Barcelona, se resolvió el caso de un cliente que recibió un correo electrónico confirmando su reserva, pero no recibió un correo que confirmara la emisión de los billetes y el cargo en cuenta de los mismos debido a un error informático.


			En alguna compañías hay un servicio de pre-reserva que permite diferenciar perfectamente ambos momentos: la reserva y la compra; puesto que, una vez elegido el billete, la reserva se mantiene durante un determinado plazo, por ejemplo por 72 horas o hasta dos horas antes de la salida, y posteriormente se puede efectuar la compra o, en caso contrario, la reserva queda cancelada. Sin embargo, en otras compañías directamente se informa que no se reserva, sino que se contrata directamente el vuelo. No obstante, es preciso informarse de este extremo para no perder la plaza en su caso.


			5.	Prueba de la celebración del contrato.


			Todos los medios de prueba admitidos en Derecho son válidos para acreditar la existencia del contenido del contrato. Los comprobantes de pago servirán para probar la existencia del contrato, pero la dificultad estriba en probar el contenido de todos sus extremos (lugar, hora, fecha, condiciones concretas del billete, etc.), por lo que una prueba de gran utilidad sería conservar la oferta publicitaria completa mediante su impresión en papel. 


			En todo caso, es conveniente saber que se admite como prueba documental el soporte electrónico (un disquete, un Cd u otro dispositivo electrónico en el que se haya guardado la información sobre el contrato).


			6.	Lugar de celebración del contrato.


			En la contratación por vía electrónica la oferta se lleva a cabo a través de internet, por lo que esta cuestión se rige por una normativa específica, la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, concretamente en su artículo 29, estableciéndose una regla especial en caso de que uno de los contratantes sea un consumidor, ya que en ese caso el contrato se entiende celebrado en el lugar donde el consumidor tiene su residencia habitual. 


			De este modo se ha tratado de favorecer al consumidor en caso de conflicto, de modo que pueda resolver posibles incidencias relacionadas con su compra a distancia dirigiéndose al Juzgado que le corresponda por razón de su domicilio. Las disposiciones en contra son abusivas tal y como prevé la legislación vigente, concretamente el artículo 90 de la LGDCU, que señala que “Son, asimismo, abusivas las cláusulas que establezcan … 2. La previsión de pactos de sumisión expresa a Juez o Tribunal distinto del que corresponda al domicilio del consumidor, al lugar de cumplimiento de la obligación o aquel en que se encuentre el bien si fuera inmueble”.


			7.	Condiciones que regulan la contratación.


			Puesto que son muchos los clientes que acceden a los portales de venta de billetes por internet, las compañías establecen las mismas condiciones contractuales para todos a través de las denominadas Condiciones Generales de Contratación, excluyendo toda posibilidad de negociación de las cláusulas que se fijan. Es importante tenerlas en cuenta ya que regulan los aspectos básicos incluyendo las características de la prestación del servicio, los derechos y obligaciones de los viajeros, las cuestiones relativas al billete (las reservas, las modificaciones, cancelaciones, interrupciones, retrasos), la responsabilidad de la compañía y las condiciones especiales de viaje en su caso. El usuario ha de poder leerlas y aceptarlas antes de contratar, así como guardarlas e imprimirlas.


			La web de las empresas que se dedican a la venta de billetes por internet incluye un enlace, normalmente en la página principal, donde se pueden consultar las Condiciones Generales de Contratación. Asimismo, es frecuente que para facilitar el acceso a la información, se ofrezca información al cliente sencilla y útil a través del apartado “Preguntas frecuentes” o FAQ (Frequently Asked Questions) y que incluya una casilla de marcación obligatoria aceptando las condiciones generales antes de concluir la compra, con un enlace que permite la consulta de las mismas.


			8.	¿Qué ocurre si una cláusula indica que no se puede reclamar por cualquier motivo relacionado con la venta de los billetes?


			Hay determinados derechos del consumidor que son irrenunciables, como el derecho a reclamar, tanto de forma extrajudicial como en vía judicial en los plazos legales que corresponde por lo que, aunque no se reconozca expresamente o haya cláusulas que limiten este derecho, pueden considerarse abusivas y, en consecuencia, nulas, de modo que se considera que no forman parte del contrato y el consumidor no queda obligado por éstas.


			9.	Reclamaciones por problemas surgidos en algún momento de la compra o después de haberla efectuado.


			Lo más conveniente es tratar de resolver la incidencia a la mayor brevedad para que la reserva queda confirmada de forma definitiva, se realice correctamente el cobro de la misma y el cliente tenga la seguridad de que el billete ha quedado reservado y en su caso abonado.


			Si la reclamación inmediata gestionada por teléfono no soluciona el problema es conveniente dirigirse a la compañía por escrito enviando la comunicación por un medio fehaciente que permita acreditar que se ha reclamado, por el ejemplo mediante burofax.


			Si surge alguna incidencia en el transcurso del viaje es conveniente saber que hay empresas dedicadas al transporte de viajeros que aceptan la resolución de controversias en vía arbitral mediante la intervención de las Juntas Arbitrales de Transporte. Dado que es un procedimiento voluntario, es preciso revisar si la empresa está adherida o no en las condiciones generales de contratación. Si finalmente no queda otra opción y la reclamación es viable en vía judicial, hay que tener presente cuáles serán los Juzgados competentes para conocer del asunto.


			En este sentido, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga de 17 de diciembre de 2007 establece que tendrán el carácter de abusivas las cláusulas o estipulaciones que impliquen “la previsión de pactos de sumisión expresa a Juez o Tribunal distinto del que corresponda al domicilio del consumidor, al lugar del cumplimiento de la obligación o aquel en que se encuentre el bien, si fiera inmueble” conforme a la Ley 7/1988, de 13 de abril, de Condiciones Generales de la Contratación que establece que “en particular, serán nulas las condiciones generales que sean abusivas, cuando el contrato se haya celebrado con un consumidor”. A pesar de que se considere una cláusula como abusiva conforme a la legislación vigente porque existe un desequilibrio entre ambas partes, su carácter abusivo solo puede ser declarado en vía judicial, por lo que es conveniente examinar en detalle las cláusulas que se establezcan en perjuicio del cliente.


			10.	¿Qué puede hacerse si al pagar con tarjeta cargan el importe de la copra por duplicado?


			Si se produce este error, es conveniente contactar con la compañía que emite el billete para averiguar el motivo de ese cobro duplicado y pedirles la devolución del importe que se ha cargado indebidamente. Si la compañía no procede a la devolución del cargo duplicado se puede dar orden al banco o entidad emisora de la tarjeta para rechazar ese adeudo dentro del plazo que dicha entidad disponga a estos efectos; de modo que, si la compañía lo sigue reclamando, podamos aportar el justificante de pago del billete comprado para demostrar la improcedencia de ese importe.


			11.	¿Como se debe actuar si se hace un cargo en la tarjeta por una supuesta compra de billetes que no se ha realizado?


			Según el artículo 46 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, del Comercio Minorista, cuando el importe de una compra se haya cargado a una tarjeta de crédito sin que esta hubiese sido presentada directamente o identificada electrónicamente, su titular podrá exigir la inmediata anulación del cargo y el abono de esa cantidad al cliente y esto ha de efectuarse a la mayor brevedad.


			12.	Tratamiento de los datos personales. 


			Los datos que solicite la empresa han de ser adecuados a la finalidad para la que se solicitan, de modo que solo deberán requerirse los datos básicos para efectuar la reserva y localizar al cliente en caso necesario. En todo caso, se ha de informar al cliente sobre cuál es el destino de esos datos, donde se van a almacenar y como acceder a ellos, rectificarlos o pedir su cancelación, así como solicitar autorización al cliente si se van a ceder a terceros, por ejemplo para fines comerciales, publicitarios o estadísticos. Esta información generalmente aparece en la “Política de Privacidad” de la empresa que es conveniente consultar para conocer en detalle el tratamiento que la empresa hace de los datos personales.


			Generalmente, el proceso de contratación antes de confirmar los datos del billete solicitado y pasar a la opción de pago, aparece una casilla que es necesario marcar donde se solicita la aceptación de la política de privacidad, de forma que sea posible leer las cláusulas relativas a protección de datos justo antes de concluir el contrato.


			13.	Utilización por la empresa del correo electrónico facilitado tras una compra para enviar publicidad de sus servicios.


			La LSSI permite el envío de comunicaciones comerciales a través de correo electrónico sin necesidad de autorización expresa si existe una relación comercial previa, como en el caso de haber adquirido un billete con una agencia o buscados en internet, y se emplea para el envío de comunicaciones comerciales referentes a productos o servicios de la propia empresa, que sean similares a los que inicialmente fueron objeto de contratación con el cliente. 


			Si en algún momento el consumidor accediera a recibir publicidad y posteriormente quisiera revocar el consentimiento prestado puede ponerse en contacto con la empresa y manifestar su negativa a recibir más correos electrónicos publicitarios. Para ello han de proporcionar un procedimiento sencillo y gratuito para revocar su consentimiento, por ejemplo mediante una dirección electrónica.


			14.	Cancelación de los billetes y solicitud de devolución del dinero.


			La compra de billetes en internet es una modalidad de venta a distancia celebrada a través de medios electrónicos, de modo que el contrato se concluye sin la presencia física simultánea del comprador y del vendedor. Para ese tipo de compraventas a distancia, la legislación prevé con carácter general un plazo mínimo de siete días hábiles para desistir del contrato sin penalización alguna y sin indicación de los motivos.


			En este supuesto hay que tener en cuenta que existe una excepción para los contratos de suministro de servicios de transporte en los que la empresa se obliga a suministrar el servicio en una fecha determinada o en un periodo concreto, según determina el artículo 93.2 de la LGDCU. No obstante la Ley de Navegación Aérea, en su artículo 95, recoge la posibilidad para el pasajero a renunciar a su derecho a efectuar el viaje, obteniéndola devolución del billete en la parte que se determine en el plazo que se fije reglamentariamente, si bien no hay nada dispuesto al efecto en la normativa.


			15.	Realización de la compra por internet de forma segura.


			Uno de los aspectos más importantes para contratar por internet es la seguridad que este proceso ofrece al cliente. Por un lado, hay determinados aspectos que el usuario puede controlar para garantizar una transacción segura, como la instalación de programas antivirus actualizables, y la descarga periódicas de actualizaciones de seguridad para el navegador de internet.


			Para controlar que la página donde el consumidor compre sea segura, es preciso que compruebe que una vez que se efectúa el pago, la dirección web (URL) comienza con HTTPS en vez de http., ya que significa que la conexión es segura y permite que se envíen los datos del cliente al destino sin comprometer la confidencialidad de los datos personales.


			También es conveniente consultar las condiciones generales de uso de la web, que son las normas que la empresa titular de la página pone a disposición de los usuarios de la misma respecto a cuestiones como el registro del cliente –en caso de que quiera comprar el billete a través de ese portal-, la responsabilidad que asume la empresa por la información que publica, o los posibles errores técnicos que pudiera haber en la página, entre otros aspectos.


			16.	¿La reserva de un billete implica siempre la compra del mismo?


			El proceso de reserva de billetes a través de las páginas web de las diferentes compañías generalmente finaliza con el pago del billete como último paso, si bien es preciso tener en cuenta las indicaciones que se van proporcionando a medida que se va completando el proceso de compra. En algunas páginas web se permite reservar el billete hasta con dos horas de antelación, de forma que si en el plazo convenido no se formaliza la compra del billete, la reserva queda anulada y la plaza queda libre para otras reservas.


			17.	Impresión del billete.


			Es preciso consultar los requisitos que establece cada compañía, puesto hay ocasiones en que es suficiente con un número de localizador de la compra –que se envía al correo de confirmación de la misma- y el documento que acredite la identidad exigida por la compañía, de modo que una vez se presente el viajero con esta información se emite la tarjeta de embarque o el billete.


			Aunque no sea necesario, es conveniente llevar impreso el localizador y al menos anotado en todo caso, ya que puede ser de gran utilidad por ejemplo si el pasajero lleva solo equipaje de mano, para obtener la tarjeta de embarque en las máquinas automáticas que las compañías habilitan, en vez de tener que pasar por el mostrador. En caso contrario, los pasajeros tienen que pasar necesariamente por el mostrador para facturar las maletas.


			Por ejemplo en RENFE se advierte al pasajero que si es la primera vez que el usuario compra un billete electrónico, es necesario ir a la estación de salida del tren para conseguir el billete físico, aunque en los sucesivos viajes con la misma compañía y por el mismo procedimiento de reserva, es posible subir directamente al tren facilitando el número de localizador. Por ello, lo más aconsejable es siempre consultar las condiciones generales de uso del servicio. 


			18.	Cobro por la emisión del billete. 


			A pesar de que el cliente haya contratado un billete electrónico, algunas compañías cobrar por el servicio de emisión del billete, incluso si el cliente lleva impreso el e-mail de confirmación del vuelo.


			En la actualidad, el cobro de este concepto por las compañías aéreas (y otros medios de  transporte), es controvertido, puesto que hay pronunciamientos judiciales a favor y en contra de su validez.


			Las compañías aéreas alegan que el importe del billete incluye la comisión de la agencia de viajes, como contraprestación por el servicio de venta o comercialización minorista del servicio de transporte la emisión del billete, y que el proceso mismo de venta conlleva ciertos costes para la compañía que ha de repercutir inevitablemente al cliente. A este respecto se han dictado varias sentencias en distinto sentido. La Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga de 17 de diciembre de 2007 declara abusiva la cláusula, ya que aunque la compañía aérea alegaba que el cargo por emisión formaba parte de la tarifa aérea y que en la actualidad siempre se incluye, aunque algunas compañías lo desglosan y otras no por razones de competencia y política comercial, finalmente el tribunal entendió que lo que se contrataba era el transporte y no ninguna cadena de servicios accesorios, por lo que el cliente no ha de sufragar los gastos derivados de una estructura derivada a la emisión de billetes, indicando que es improcedente que el viajero consumidor asuma los gastos de documentación del contrato de transporte aéreo que por imperativo legal debe ser asumido por la compañía aérea, sin darle alternativa de aceptar o rechazar voluntariamente el recargo.
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